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Brignoni Mártir, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 5 de agosto de 2016. 

La parte apelante, el señor Pedro Díaz Santiago, comparece 

ante nos y solicita nuestra intervención, a los fines de que dejemos 

sin efecto el pronunciamiento emitido por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Ponce, el 11 de julio de 2016, debidamente 

notificado a las partes en esa misma fecha.  Mediante la aludida 

determinación, el foro primario declaró Ha Lugar la Querella de 

autos y descalificó al apelante de su aspiración a Representante 

por el Distrito 23 por el Partido Popular Democrático. 

 Por los fundamentos expuestos a continuación, confirmamos 

la Sentencia apelada.  

I 

 El 31 de mayo de 2016, el Partido Popular Democrático, 

parte apelada, presentó una Querella sobre descalificación de 

aspirante al amparo del Art. 8.020 de la Ley Núm. 78 de 2011 en 

                                                 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2016-173 emitida el 8 de julio de 2016, se 
constituye este panel especial, por motivo de las vacaciones programadas 

durante el mes de julio y agosto.   
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contra del señor Pedro Díaz Santiago, apelante.  Según surge de la 

reclamación, el apelante funge como candidato a Representante a 

la Cámara por el Distrito 23 del Partido Popular Democrático.  Se 

alegó que durante la campaña, en el proceso de recogido de 

endosos, el apelante conoció a la señora Magdalena Guzmán Luna, 

quien lo ayudó a recoger endosos en el área donde éste reside.  Por 

igual, que el 16 de enero de 2016, la señor Guzmán y el apelante 

intercambiaron números de teléfono para continuar en la 

búsqueda de endosos para la candidatura de éste.   

 La parte apelada adujo, además, que el apelante, abusando 

de la confianza de la señora Guzmán, comenzó a enviar mensajes 

indeseados por la señora Guzmán utilizando la aplicación 

“WhatsApp” a través de sus unidades móviles y por el sistema 

“Messenger” de la aplicación “Facebook”.  Específicamente, alegó 

que en una de esas comunicaciones el apelante le envió a la señora 

Guzmán un video de una pareja haciendo el amor y otro video de 

una mujer masturbándose. Arguyó que tales acciones por parte del 

apelante, además de no haber sido del agrado de la señora 

Guzmán, violentaron múltiples disposiciones del Reglamento del 

Partido Popular Democrático, del Código Penal, del Código 

Electoral y de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico.   

Además, destacó que el Secretario General del Partido 

Popular le remitió al apelante varias comunicaciones a las cuales 

éste hizo caso omiso.  En atención a los hechos antes expuestos, la 

parte apelada solicitó al Tribunal que declarara Ha Lugar la 

Querella de autos y ordenara la descalificación inmediata del 

apelante para participar como Candidato del Partido Popular 

Democrático por el Distrito 23 en las Elecciones Generales.      

El 24 de junio de 2016, el apelante presentó su Contestación 

a la Querella.  Negó la mayoría de las alegaciones y levantó varias 
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defensas afirmativas, entre otras, que las conversaciones cursadas 

por el apelante, las cuales son objeto de la causa de autos, fueron 

consentidas por la señora Guzmán.  Arguyó, además, que la 

querella de epígrafe no establece una causa de acción que 

justifique la concesión del remedio solicitado, toda vez que el 

apelante no violó disposición reglamentaria alguna y cumple con 

todos los requisitos legales y morales para aspirar al mencionado 

escaño político. 

Así las cosas, con el propósito de pasar juicio sobre los 

hechos imputados, se citó al apelante a comparecer a la 

correspondiente vista administrativa.  La primera infracción trata 

de una alegada violación a los artículos 6, 7, y 185, del aludido 

Reglamento que imponen a cada miembro afiliado el deber de 

mantener las más altas normas éticas y el máximo sentido de 

responsabilidad tanto en las campañas como desde las posiciones 

que ocupen, a observar en todo momento una conducta ética y de 

guardar una conducta ejemplar que no lesione la imagen y los 

intereses del Partido Popular. Esto en relación al envío de los 

mensajes de contenido sexual y pornográfico. 

La segunda violación trata de una alegada violación al inciso 

3 del Artículo 185 del Reglamento que dispone que será 

incompatible con ser aspirante a una candidatura o para un 

candidato a puesto electivo, el desacatar las directrices del 

Reglamento o los acuerdos debidamente tomados por sus 

organismos directivos.  Ello se refiere a no haber presentado 

formalmente la renuncia a la candidatura y haber hecho caso 

omiso a las comunicaciones que sobre ese particular le habían sido 

dirigidas por el Secretario General de la colectividad.   

 El 6 de mayo de 2016, se celebró la vista administrativa en 

la sede del Partido Popular. El Lcdo. Ricardo Arrillaga fungió de 

Procurador del Partido, mientras que el apelante compareció 
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representado por el Lcdo. Juan E. Medina Quintana.  La prueba 

documental de la parte apelada consistió de lo siguiente: varias 

comunicaciones dirigidas al apelante suscritas por el Dr. Javier 

Echevarría, Secretario General del Partido Popular; copia en CD de 

la conversación por teléfono móvil referente al caso de autos; y 

copia de una publicación del rotativo Primera Hora de 29 de enero 

de 2016.  Por su parte, como prueba testifical, la parte apelada 

presentó los testimonios de la señora Guzmán y el Secretario 

General del Partido. El apelante optó por no presentar prueba 

documental ni testimonial pese a habérsele concedido la 

oportunidad para ello.   

 Luego de analizar la totalidad de la prueba documental y 

testimonial presentada, el Oficial Examinador entendió probadas 

las referidas violaciones al Reglamento de Partido Popular según 

formuladas en la querella de autos y, en consideración a ello, 

recomendó al Secretario General del Partido Popular Democrático 

que impusiera al apelante las más severas sanciones por haber 

incurrido en una conducta detrimental a la imagen e intereses de 

la colectividad.  

El 12 de mayo de 2016, el Secretario General acogió la 

referida recomendación y a tenor con el Art. 190 del Reglamento 

del Partido Popular dispuso como sigue: 

1. Se ordena el cese y desista de la actividad 

efectuada. 

2. Se censura al Sr. Pedro Díaz Santiago por las 

acciones efectuadas.   

3. Se suspende al Sr. Pedro Díaz Santiago de los 

derechos reglamentarios y posiciones dentro del 

Partido Popular Democrático.       

 
Expuso, además, que de conformidad con el Art. 191 del 

Reglamento, el apelante pierde su derecho político para postularse 

para cargos electivos internos y para cargos públicos de carácter 

municipal o del Estado Libre Asociado en representación del 
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Partido Popular Democrático.  A la luz de lo anterior, concluyó que 

el apelante se encuentra inhabilitado como candidato a la posición 

de candidato a representante por el Distrito 23 (Yauco-Guayanilla-

Peñuelas-Ponce). Inconforme con dicha determinación, el 17 de 

mayo de 2016, el apelante presentó ante la Secretaría General un 

Escrito de Apelación, el cual denominó como Moción de 

Reconsideración. El 26 de mayo de 2016, la Junta de Gobierno 

declaró No Ha Lugar la solicitud de apelación presentada.  

Posteriormente, el 3 de junio de 2016, el Partido Popular 

Democrático presentó una Querella ante el Tribunal de Primera 

Instancia.  Tras celebrar una vista el 6 de julio de 2006, habiendo 

comparecido las partes y desfilada la prueba documental y 

testifical, el foro apelado concluyó que las acciones de remitir 

varias comunicaciones obscenas y pornográficas a la señora 

Guzmán violentaban las disposiciones reglamentarias del Partido.   

Por otra parte, juzgó que quedó probado que el apelante no 

contestó múltiples comunicaciones que le fueron cursadas por el 

Secretario del Partido y varios miembros de la Junta del Gobierno 

del Partido con el ánimo de aclarar la situación, desacatando así 

las directrices que le exigió su colectividad, ello en violación al 

Reglamento. Como resultado, el foro sentenciador declaró Ha 

Lugar la Querella de autos y descalificó al apelante de su 

aspiración a Representante por el Distrito 23 por el Partido Popular 

Democrático.   

En desacuerdo con dicho dictamen, el 21 de julio de 2016, el 

apelante acudió ante nos y planteó lo siguiente:     

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

descalificar al querellado al n[o] considerar que la Sra. 
Magdalena Guzmán Luna correspondió los mensajes 

remitidos por el querellado, según surge de la 
Evidencia presentada y admitida denominada como 
Informe la División de Crímenes Cibernéticos.   

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

determinar que el querellado utilizó sus funciones 
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oficiales del Partido para pedir endosos, sin tomar en 
consideración los mensajes que ambos se enviaron.  

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

determinar que el querellado desacató las directrices 
de su colectividad, a pesar de que el Partido Popular 
Democrático tenía conocimiento de que el recurrente 

tení[a] representación legal durante el proceso interno 
ante el Partido[.] 
 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
descalificar al querellado sin establecer en qu[é] 

constituyen las violaciones al Reglamento de[l] Partido 
Popular Democrático.   
 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
descalificar al recurrente al no considerar una “doble 

vara” para medir la conducta del recurrente al no 
considerar que existen dos candidatos convictos de 
delito.   

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia en la 
apreciación de la prueba.   

 
Luego de evaluar el expediente de autos, y contando con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, estamos en 

posición de adjudicar la presente controversia.   

II 

A 

 El Código Electoral de Puerto Rico para el Siglo XXI2, derogó 

en su totalidad la Ley Núm. 4 de 20 de diciembre de 1977, 

conocida como la Ley Electoral de Puerto Rico.  Con la adopción de 

este Código, se autorizó y reglamentó todo lo relacionado a nuestro 

sistema electoral de Puerto Rico.  Según enuncia la Exposición de 

Motivos, entre otros fines, este Código persigue proveer 

salvaguardas para el votante, definir los delitos electorales e 

imponer penalidades por las violaciones de esta ley.  En lo que nos 

concierne, el Art. 8.001 de  Ley Núm. 78 de 1 de junio de 2011, 16 

LPRA sec. 4111, entre otras, dispone que un partido puede privar o 

descalificar a cualquier persona de aspirar a una candidatura a un 

cargo público si entiende que el candidato ha incumplido algún 

reglamento de su colectividad.   

                                                 
2 Según enmendado, Ley Núm. 230-2011 y Ley Núm. 239-2014.  
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 Por su parte, el Art. 8.019 de dicha Ley, 16 LPRA sec. 4129, 

el cual versa sobre la renuncia del aspirante a concurrir a una 

primaria, reza como sigue: 

Cualquier aspirante puede renunciar a concursar a 

una primaria hasta el mismo día de la elección 
mediante notificación escrita y jurada ante un 
funcionario autorizado la cual será presentada ante el 

Secretario de la Comisión. 
 

 En relación a la descalificación de aspirante y candidatos, el 

Art. 8.020 de la antedicha disposición legal, 16 LPRA sec. 4130, 

establece que: 

Cualquier aspirante o candidato debidamente 
nominado podrá ser descalificado como tal por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando no hubiere 
cumplido con los requisitos impuestos por la 
Constitución o la ley, o cuando se demostrare que ha 

violado cualesquiera de las disposiciones de este 
subtítulo o de sus reglamentos. 

El aspirante o candidato impugnado deberá contestar 
bajo juramento dicha querella dentro de los diez (10) 

días siguientes de haber sido notificada. 

Si el Tribunal de Primera Instancia, designado de 

conformidad con el Capítulo 403 de este subtítulo, 
encontrare que de las alegaciones surge una 

controversia real, deberá citar a vista pública a ser 
celebrada dentro de los diez (10) días de haber el 
querellado presentado su contestación. Dicho término 

podrá ser reducido por el Tribunal de Primera 
Instancia, según lo requieran las circunstancias del 
caso. 

De otro lado, el Art. 6 del Reglamento del Partido Popular 

Democrático constituye la Carta de Deberes que deberá observar 

todo Popular.  En lo pertinente, el quinto (5to) inciso del referido 

artículo dispone: 

Mantener las más altas normas de ética y el máximo 

sentido de responsabilidad, tanto en las campañas 
internas del partido, en la campaña electoral, como en 
las posiciones que ocupen.   

 
 Cónsono con lo anterior, en el Art. 7 del Reglamento se 

esbozan las Responsabilidades que no deben perder de vista los 

funcionarios electos. El séptimo (7mo) inciso del mencionado 

artículo establece: 

 Observar una conducta ética.  
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 Por otro lado, el Art. 185 del Reglamento regula el 

comportamiento político de los miembros del Partido.  En este se 

establecen las normas de conducta que son obligatorias para todo 

miembro afiliado del Partido. El segundo (2do) inciso de este 

artículo lee como sigue: 

A cada miembro afiliado del Partido electo para un 
puesto público o para un cargo de liderato en la 

colectividad, se le impone un compromiso de respeto a 
la Constitución del Estado Libre Asociado y de guardar 
una conducta personal ejemplar que no lesione la 

imagen y los intereses del Partido.   
 

De otra parte, en el Art. 190 del Reglamento se recogen las 

medidas disciplinarias aplicables por el Presidente o por el 

Secretario General o por el Consejo General, siendo estas: 

1. Ordenar que se cese y desista de una práctica o 

actividad.   

2. Censura. 

3. Retiro de confianza. 

4. Suspensión sumaria.   

5. Suspensión de derechos reglamentarios y 

posiciones dentro del Partido por un término que 

no exceda al del cuatrienio en curso.  

6. Suspensión de su derecho a ser candidato a puesto 

interno del Partido, o a representarlo en un puesto 

público por un período que no exceda al del 

cuatrienio en curso, a menos que por ley se 

disponga lo contrario. 

7. Declarar al elector como uno no afiliado.   

8. Expulsión. 

9. Imposición de multas o sanciones económicas.   

 
Conforme con lo anterior, el Art. 191 dispone cuáles son los 

efectos de las sanciones.  El mismo reza de la siguiente forma: 

Cualquier popular contra quien se expida una 
suspensión de sus derechos o la declaración de elector 
no afiliado, quedará separado de toda relación con los 

organismos y trabajos del Partido y perderá sus 
derechos políticos, tales como el derecho a postularse 
para cargos electivos internos o para cargos públicos 

de carácter municipal o del Estado Libre Asociado, en 
representación del Partido Popular Democrático.  

Cualquier miembro expulsado o desafiliado dejará de 
ser considerado como popular y quedará separado de 
todos los organismos, deberes, derechos y funciones 

relacionadas con el Partido.    
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Por su parte, nuestro Tribunal Supremo ha reiterado que la 

libertad de asociación es un derecho expresamente reconocido por 

la Carta de Derechos de la Constitución del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico. El propio texto de la Ley Suprema declara que "[l]as 

personas podrán asociarse y organizarse libremente para cualquier 

fin lícito, salvo en organizaciones militares o cuasi militares". Art. 

II, Sec. 6, Const. E.L.A., LPRA, Tomo 1, ed. 1999, pág. 279. La 

libertad de asociación es un derecho fundamental que conlleva el 

derecho a formar agrupaciones y proponer candidatos de su 

predilección para participar en el proceso electoral.  P.N.P. v. De 

Castro Font II, 172 DPR 883, 891-892.   

Ahora bien, en armonía con la libertad de asociación, la 

regulación estatutaria vigente permite exigir a los afiliados la 

aceptación y cumplimiento con los reglamentos y el programa de 

gobierno del partido político como requisito para la afiliación.  Sin 

cierta disciplina interna, basada en criterios razonables de 

ideología, es imposible que el partido aspire a la consecución de 

sus objetivos.  Id. pág. 897.  De manera que, para adecuadamente 

adelantar sus objetivos, los partidos políticos están facultados para 

identificar quiénes deben formar parte de su membresía, así como 

deben tener la potestad de disciplinar y expulsar a quienes se 

aparten de sus criterios de asociación.  McClintock v. Rivera Schatz, 

171 DPR 584, 602 (2007).   

B 

El concepto obscenidad fue definido en el caso Miller v. 

California, 413 US 15 (1973), en donde el Tribunal Supremo 

Federal estableció que será considerado material obsceno aquello 

que: a) una persona promedio utilizando patrones comunitarios 

contemporáneos, encuentre que considerado en su totalidad apela 

a un interés lascivo; b) que representa o describe conducta sexual 

en una forma patentemente ofensiva; c)que el material visto en su 
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totalidad carezca de un serio valor literario, artístico, político o 

educativo.   

C 

En nuestro ordenamiento jurídico, la discreción judicial 

permea la evaluación de la evidencia presentada en los casos y 

controversias. Hernández Maldonado v. The Taco Maker, Inc., 181 

DPR 281, 289 (2011); Miranda Cruz y otros v. S.L.G. Ritch, 176 

DPR 951, 974 (2009). Como regla general, un tribunal apelativo no 

debe intervenir con las determinaciones de hechos ni con la 

adjudicación de credibilidad que haya efectuado el juzgador de los 

hechos, ni tiene facultad de sustituir las determinaciones del foro 

primario por sus propias apreciaciones.  Dávila Nieves v. Meléndez 

Marín, 187 DPR 750, 771 (2013); S.L.G. Rivera Carrillo v. A.A.A., 

177 DPR 345, 356 (2009). (Citas omitidas). Weber Carrillo v. ELA et 

al., 190 DPR 688, 724 (2014).   

Ya que un foro apelativo cuenta solamente con "récords 

mudos e inexpresivos" se le debe respeto a la adjudicación de 

credibilidad realizada por el juzgador primario de los hechos. Los 

conflictos de prueba deben ser resueltos por el foro primario. S.L.G. 

Rivera Carrasquillo v. A.A.A., supra, pág. 356.  

Por ese principio básico de nuestro derecho, la Regla 42.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, establece, que "[l]as 

determinaciones de hechos basadas en testimonio oral no se 

dejarán sin efecto a menos que sean claramente erróneas, y se le 

dará la debida consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal 

sentenciador para juzgar la credibilidad de los testigos". Weber 

Carrillo v. ELA et al., supra, pág. 725.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha señalado que la 

determinación de credibilidad del tribunal sentenciador debe ser 

merecedora de gran deferencia por parte de los foros apelativos, 

por cuanto es el juez de instancia quien —de ordinario— está en 
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mejor posición para aquilatar la prueba testifical desfilada, ya que 

fue el que oyó y vio declarar a los testigos. Argüello v. Argüello, 155 

DPR 62, 79 (2001); Pueblo v. Bonilla Romero, 120 DPR 92, 111 

(1987).  

 Más aún, el juez ante quien declaran los testigos es quien 

tiene la oportunidad de verlos y observar su manera de declarar, 

apreciar sus gestos, titubeos, contradicciones y todo su 

comportamiento mientras declaran. Estos factores van formando 

gradualmente en su conciencia la convicción en cuanto a si dicen 

la verdad.  Argüello v. Argüello, supra, pág. 78.  "[L]a declaración de 

un testigo no contradicho sobre un hecho determinado, debe 

merecer crédito, a no ser que su versión sea físicamente imposible, 

inverosímil o que por su conducta en la silla testifical se haga 

indigno de crédito". (Cita omitida). Suárez Cáceres v. Com. Estatal 

Elecciones, 176 DPR 31, 67-68 (2009).   

Es por lo anterior que este Tribunal de Apelaciones no 

intervendrá con las determinaciones de hechos, la apreciación de 

la prueba y las adjudicaciones de credibilidad realizadas por el 

tribunal de instancia, salvo que medie prejuicio, pasión, 

parcialidad o error manifiesto. Argüello v. Argüello, supra, págs. 

78-79 (2001).    

Ahora bien, “aunque el arbitrio del juzgador de hechos es 

respetable y merece deferencia, no es absoluto”, ya que una 

apreciación errónea de la prueba no tiene credenciales de 

inmunidad frente a la función revisora de un tribunal apelativo. 

Méndez v. Morales, 142 DPR 26, 36 (1996). La deferencia antes 

señalada cede además cuando las determinaciones de hechos 

formuladas por el foro de instancia “carezcan de base en la 

prueba”. Moreda v. Rosselli, 150 DPR 473, 479 (2000). 
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III 

 En los primeros dos planteamientos de error, los cuales 

discutiremos de manera conjunta por estar íntimamente 

relacionados, la parte apelante arguye que el foro primario incidió 

al descalificar al querellado por no considerar que la señora 

Guzmán correspondió los mensajes remitidos por éste.  

Específicamente, aludió a las contestaciones anteriores al envío de 

los videos pornográficos.   

La prueba que obra en el expediente de autos refleja que, de 

conformidad con lo que el foro sentenciador concluyó, la señora 

Guzmán no solicitó, consintió, promovió ni correspondió a las 

comunicaciones de contenido pornográfico obsceno que le fueran 

cursadas por el apelante.  Por el contrario, luego de haber recibido 

los dos (2) videos de contenido pornográfico, en los cuales hay 

representaciones, entre otras, de masturbación, copulación de una 

pareja y exhibición lasciva de genitales, ésta cesó todo tipo de 

comunicación con el apelante y procedió a entablar una querella 

en su contra ante el Cuartel de la Policía de Yauco.   

Por su parte, en relación a las comunicaciones que 

sostuvieron el apelante y la señora Guzmán previo al envío de los 

videos pornográficos, aunque consentidas y correspondidas por 

ambas partes, vale la pena destacar que ninguna podría calificarse 

como ofensiva, obscena o pornográfica, pues de éstas no surgen 

palabras lascivas, obscenas o que tienda a provocar pensamientos 

lascivos.  Es por lo anterior que, carecen de méritos los primeros 

dos planteamientos de error.   

En su tercer señalamiento de error, la parte apelante aduce 

que el foro de primera instancia erró al determinar que el 

querellado desacató las directrices de su colectividad.  Arguye que 

por razón de que el apelante contaba con representación legal, el 

Partido debió notificar todo tipo de comunicación comunicaciones 
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a través de éste.  La prueba documental demuestra que durante el 

proceso de la investigación de autos, el apelante le cursó una 

misiva con fecha de 1 de febrero de 2016 al Presidente del Partido, 

el Dr. David E. Bernier, en la cual expresó su intención de desistir 

de su aspiración a un escaño legislativo por el Distrito 23.  Sin 

embargo, dado que dicha comunicación no fue juramentada según 

lo exige el Art. 8.019 del Código Electoral, supra, y a los fines de 

finalizar el trámite de renuncia, el Dr. Javier A. Echevarría Vargas, 

Secretario del Partido, intentó comunicarse con el apelante en 

reiteradas ocasiones. Sin embargo, sus esfuerzos resultaron 

infructuosos. Fue por ello que, el 16 de febrero de 2016, el 

Secretario cursó una primera misiva al apelante instándole a que 

se comunicara con él a la brevedad posible en ánimo de 

materializar el trámite que restaba por efectuarse.   

Ante la falta de respuesta por parte apelante, el 14 de marzo 

de 2016, el Secretario dirigió una segunda carta al apelante 

reiterando aquello que fue objeto de la primera.  No habiendo 

contestado aún, el 4 de abril de 2016, el Secretario cursó una 

tercera misiva al apelante, a la cual el apelante tampoco replicó.  

Nuevamente, el 11 de abril de 2016, el Secretario remitió una 

última misiva al apelante a los mismos fines, ello sin recibir 

respuesta.  Además, hizo caso omiso a los múltiples mensajes que 

le fueran cursados por varios funcionarios de la Junta del 

Gobierno del Partido Popular.   

Como puede apreciarse, aunque el apelante presentó su 

renuncia a su aspiración a la candidatura a representante por el 

Distrito 23, posteriormente no realizó acto afirmativo alguno para 

que la misma pudiera materializarse. Contrario a su palabra, 

desacató las múltiples directrices y requerimientos cursados por el 

Partido con el propósito de finalizar el trámite de su renuncia, 

lesionando los intereses de tal colectividad.  Conforme lo establece 
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el Art. 185 del Reglamento del Partido tal conducta desobediente y 

desafiante podrá ser sancionada.  La parte apelante no puede 

ahora intentar justificar su insubordinación, basándose en que 

como tenía un representante legal, las misivas antes mencionadas 

debían haberle sido notificadas a éste.  Es menester destacar que, 

en relación a los procesos disciplinarios, del Reglamento del 

Partido no se desprende que deberá notificársele al abogado todo 

tipo de comunicación según plantea la parte apelante.  Lo que sí 

establece el Reglamento es que los funcionarios deberán acatar las 

directrices del Partido y observar una conducta ética y ejemplar 

que no lesione la imagen e intereses de la colectividad, cosa que el 

apelante pasó por alto. El tercer planteamiento de error no se 

cometió. 

En su cuarto señalamiento de error el apelante plantea que 

el foro primario erró al descalificar al querellado sin establecer en 

qué consistieron las violaciones reglamentarias. Conforme la 

prueba que forma parte del expediente de autos, el apelante envió 

a la señora Guzmán dos (2) videos de alto contenido obsceno y 

pornográfico, en los cuales hay representaciones, entre otras, de 

masturbación, copulación de una pareja y exhibición lasciva de 

genitales. Como establecimos previamente, este tipo de 

comunicación no fue solicitada, consentida, promovida o 

correspondida por la señora Guzmán. Ciertamente tal proceder 

quebranta las disposiciones reglamentarias del Partido, pues se 

aparta de la conducta ética y ejemplar que se requiere de sus 

funcionarios. En ese sentido, toda vez que la conducta que observó 

el apelante es incompatible con los intereses y directrices del 

Partido Popular, resolvemos que el cuarto planteamiento de error 

no se cometió.   

En su quinto planteamiento de error, el apelante arguye que 

el foro sentenciador incidió al descalificarle al no considerar una 
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“doble vara” para medir la conducta del querellado por no 

considerar que existen dos convictos de delito.  Según discutimos 

previamente, del expediente de autos no surge que la 

determinación del tribunal sentenciador fuera arbitraria o 

improcedente.  Por el contrario, la prueba y la propia admisión del 

apelante reveló que éste incurrió en la conducta ofensiva alegada 

por el Partido. Además, la medida disciplinaria impuesta al 

apelante es razonable, pues el Reglamento provee para la 

descalificación de cualquier funcionario que violente sus 

disposiciones reglamentarias. Es por lo anterior que, resulta 

innecesario inmiscuirnos en cualquier otro caso, más aún cuando 

ni siquiera son casos en los cuales trasciende una situación de 

hechos análoga a la presente. El quinto señalamiento de error no 

se cometió.    

Por último, en el sexto planteamiento de error el apelante 

impugna la apreciación de la prueba realizada dicho foro.  En el 

presente caso, como hemos reiterado, la conducta alegada quedó 

probada.  La misma es contraria al Reglamento del Partido.  Fue 

por ello que el Partido optó por descalificar al apelante como 

candidato a Representante por el Distrito 23.  Según lo establece el 

Art. 8.001 del Código Electoral, supra, un partido puede privar o 

descalificar a cualquier persona de aspirar a una candidatura a un 

cargo público si entiende que el candidato ha incumplido con el 

reglamento de su colectividad. Ello pues, como mencionamos, sin 

cierta disciplina interna, es imposible que el partido aspire a la 

consecución de sus objetivos. De manera que, al igual que 

entendió el foro primario, juzgamos que dicha medida disciplinaria 

no constituyó una actuación arbitraria por parte del Partido, sino 

que estuvo justificada.   

Así pues, toda vez que la parte apelante no nos puso en 

posición de dejar sin efecto las determinaciones de hechos, la 
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apreciación de la prueba y las adjudicaciones de credibilidad 

realizadas por el juzgador de hechos del foro primario, le 

merecemos deferencia a su arbitrio, pues se encuentra en mejor 

posición para aquilatar la prueba testifical, por razón de ser quien 

escuchó y vio a los testigos declarar.  Por lo tanto, impedidos de 

intervenir con la determinación apelada, la sostenemos.      

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Sentencia apelada. 

Notifíquese inmediatamente por teléfono, fax y/o correo 

electrónico, y posteriormente por la vía ordinaria.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Mildred Ivonne Rodríguez Rivera  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones, Interina 
 


